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COMITE DE TRANSICION

Distinguidos Miembros de los Comités de Transición, tanto entrantes como salientes.  Nos unimos al saludo protocolar. 

Se dirige a ustedes el Lcdo. Rafael Blanco Latorre, Comisionado de Instituciones Financieras. 

En su poder cuentan con documentos que describen a la Oficina del Comisionado de Instituciones Financieras (OCIF) y las leyes que administra. 

En ánimo de economizar tiempo, pasaré por alto los detalles para enfatizar en los aspectos que entiendo puedan ser de mayor relevancia para lograr los objetivos de este proceso. 

A continuación se resumen los principales logros y gestiones de la OCIF para el periodo en cuestión: 
I. PRESUPUESTO 
La OCIF genera ingresos propios que son contabilizados en tres Fondos Especiales en custodia del Secretario de Hacienda. La OCIF no recibe fondos de ninguna otra fuente.

Durante los últimos tres años fiscales la OCIF ha recaudado aproximadamente 30 millones de dólares anuales por concepto de las acciones delegadas por la Ley 4 de 1989, Ley de Oficina del Comisionado de Instituciones Financieras. 

De estos fondos ha transferido al Fondo General o al Fondo destinado por la Legislatura aproximadamente 23 millones anuales. 

Por concepto de Cantidades No Reclamadas la OCIF ha remitido al Secretario de Hacienda 30 millones anuales, de los que sólo se ha reclamado aproximadamente el 75%. Esto representa un 25% de ingresos al Departamento de Hacienda. 

Como resultado de las medidas de ahorro contenidas en la Ley 66, la OCIF redujo la nómina de confianza en un 30%. Además, se redujeron los servicios profesionales y comprados en un 28%, entre otros ajustes.

La proyección de gastos aprobada para el año fiscal corriente es de $14,918,370. Se proyectan  ingresos de 37 millones.  

II. LOGROS/GESTIONES DESTACADAS
CONFERENCE OF STATE BANK SUPERVISORS (CSBS)
En junio del 2015, la OCIF recibió la visita de representantes del Conference of  State Bank Supervisors (CSBS) sita en Washington, DC, con el fin de evaluar nuestras operaciones en el Área de Exámenes a Instituciones Financieras Depositarias y determinar nuestro cumplimiento con los criterios necesarios para propósitos de re-acreditación.

La visión y misión de CSBS es ser reconocida como líder en adelantar la calidad y efectividad de la reglamentación y supervisión de los reguladores estatales, impulsando innovación y la utilización de las mejores prácticas para beneficio de la ciudadanía asegurando la seguridad y solvencia de las instituciones financieras y promoviendo el crecimiento económico y protección al consumidor.  CSBS, fue creada en el 1902 y organiza reguladores bancarios en los 50 estados de la nación, DC, Guam, Puerto Rico e Islas Vírgenes Americanas.  El resultado de las pruebas realizadas por CSBS a la OCIF fue favorable, por lo que la OCIF recibió su re-acreditación por un período adicional de cinco años.   
ANALISIS FINANCIERO
La Oficina de Estudios Económicos y Análisis Financiero tiene como función desarrollar sistemas de información económica y financiera con el propósito de mejorar las funciones de supervisión y fiscalización que realiza la OCIF sobre la industria que regula.  Es el área responsable de proveer asistencia técnica en el proceso y manejo de los datos estadísticos financieros que recibe la OCIF; la información manejada por esta área, sirve como apoyo en las decisiones gerenciales y en la formulación de política pública ya que provee apoyo técnico al Comisionado en el análisis de cualquier asunto de carácter especial que conlleve estudio económico y financiero; diseña, realiza y analiza estudios requeridos sobre los distintos aspectos que impactan la industria financiera y que a la vez sirven para recomendar cambios y establecer política pública.  La información que recibe y analiza la Oficina de Estudios Técnicos y Análisis Financiero  ayuda a identificar entidades que enfrentan una alta posibilidad de dificultades financieras.  Además, el Área de Análisis Financiero coordina con las instituciones supervisadas por la OCIF la implantación del sistema de transferencia de información a través de medios electrónicos y se caracteriza por desarrollar bancos de datos financieros que sirven de fuente primaria para la OCIF, las ramas de Gobierno y la ciudadanía en general. 

UBS

La OCIF llevó a cabo un examen de las operaciones de UBS Financial Services Incorporated of Puerto Rico ("UBS"), el cual cubrió el periodo del 1ro de enero 2006, al 30 de septiembre 2013, para evaluar el cumplimiento con las disposiciones de la Ley Núm. 60 (Ley de Valores de Puerto Rico), el Reglamento Núm. 6078 de dicha Ley, entre otras, en relación con la oferta, venta o compra de fondos mutuos cerrados bajo la administración de dicha casa de corretaje.  Para esto, y como parte del trámite ordinario en un proceso de examen, la OCIF solicitó y obtuvo información voluminosa, no sólo de UBS, sino de otras agencias estatales y federales.   

Luego de analizar la información recopilada, la OCIF advino en conocimiento, mediante entrevistas a una muestra de clientes de un perfil específico, que UBS pudo haber permitido o recomendado la otorgación de líneas de crédito o préstamos conocidos como "non-purpose loans", a algunos de estos clientes, el producto de los cuales pudo haberse utilizado para la compra indebida de acciones en fondos mutuos cerrados.  Bajo estos parámetros, la OCIF entrevistó a 65 clientes de UBS.  En ánimo de dar por terminada cualquier controversia y poder restituir de forma expedita a 34 clientes que pudieron haber sufrido pérdidas de acuerdo a los parámetros establecidos de mayoría de edad y bajo patrimonio con inversiones concentradas en Fondos Mutuos Cerrados, UBS y la OCIF entraron en un acuerdo (Settlement Agreement) fechado 9 de octubre de 2014, mediante el cual UBS desembolsó $5,181,742 entre restituciones y una aportación impuesta por la OCIF al Fondo de Educación al Inversionista ($3,500,000), adscrito a la OCIF, y el ofrecimiento de restitución a los 34 clientes, por $1,681,742.  De los 34 clientes evaluados para restitución expedita, 31 de éstos aceptaron el ofrecimiento de restitución. El acuerdo incluyó la supervisión directa por parte de UBS, por un periodo de seis meses, a seis de sus agentes, los cuales pudieron haber incurrido en determinadas prácticas indebidas. Como parte del acuerdo, UBS se comprometió, dentro de un periodo de 6 meses, a realizar un análisis extendido de cualesquiera otros clientes con características similares que pudieran haberse afectado y que no fueron parte de la muestra.  De esta forma, la OCIF cumplió con su deber ministerial de imponerle a UBS medidas de supervisión estrictas de manera que las prácticas señaladas no se repitieran.  

Luego de la firma del acuerdo, y habiéndose hecho un anuncio público sobre el resultado del examen realizado a UBS y la firma del acuerdo, manteniendo la confidencialidad de los exhibits del mismo, el Lcdo. Harold D. Vicente Colón cursó a la OCIF una carta solicitando la entrega de documentos relacionados con la investigación.  Dicha solicitud fue denegada por la OCIF por entenderse que la información solicitada era confidencial.  

El 31 de octubre de 2014, el Lcdo. Manuel Martínez Umpierre, representado por su abogado, el Lcdo. Harold D. Vicente Colón presentó ante el Tribunal de Primera Instancia (TPI) una Petición de Mandamus, a la que posteriormente se unieron como demandantes e interventores Edgardo O. Díaz Fernández, Gladys Bobé, Iris Amador Parés, La Casita de Monserrate González Lorenzo, Ana de Jesús y la Asociación de Periodistas de Puerto Rico.  En la misma solicitaban que se ordenara a la OCIF entregar copia fiel y exacta de todos los documentos relacionados con el “Settlement Agreement”, así como los informes y hallazgos producto de la investigación realizada y todo documento o comunicación electrónica producida por UBS y OCIF en el curso de la investigación realizada.  Además de plantear que tenían derecho a la información solicitada para determinar si tenían una acción legal contra UBS por sus pérdidas, los demandantes plantearon como fundamento el derecho que tiene la ciudadanía en general de tener acceso a los documentos públicos.  La OCIF y posteriormente UBS se opusieron a la petición, solicitando su desestimación, entre otras cosas, por ser la información solicitada por los demandantes privilegiada y confidencial bajo las leyes y reglamentos aplicables.  

El 22 de mayo de 2015 el TPI dictó Sentencia ordenando a la OCIF la divulgación de ciertos exhibits, así como de los tres expedientes de los demandantes interventores pero no de "las notas a manuscrito de los investigadores de la OCIF  pues contienen información privilegiada e impresiones mentales de los investigadores”, correctamente protegiendo los "resultados" de los procesos investigativos de la OCIF y los documentos que demuestran las "técnicas de investigación" de dicha agencia al no revelar el Informe de Referido ni las hojas que contienen notas a rnanuscrito de los investigadores.  Todo ello, en atención al interés apremiante del Estado en que no se menoscaben las facultades investigativas de la OCIF. Asimismo, excluyó de la divulgación aquellos documentos que a su juicio estaban relacionados con terceros que no son parte, las información personal, "secretos de negocio" y comunicaciones "abogado cliente" que son de índole privilegiada.
No estando la OCIF conforme con la sentencia, la OCIF y UBS presentaron recursos de apelación. El 24 de junio de 2016, el Tribunal de Apelaciones (TA) confirmó la Sentencia y aclaró, ente otros asuntos, que ni el Artículo 406 de la Ley Uniforme de Valores, 10 L.P.R.A. § 886, ni la Sección 8.3 del Reglamento Núm. 6078 de la OCIF, impiden la entrega de la información solicitada por los demandantes. No obstante, reconoció que no sin duda, para poder ejercer sus facultades fiscalizadoras, la OCIF necesita cierto grado de confidencialidad en sus procesos investigativos, en la medida en que ello es necesario para obtener información que de otro modo sería muy oneroso para el Estado conseguir. Por tanto, señala que no está en duda que las funciones que realiza la OCIF persiguen proteger unos intereses de la "más alta jerarquía y constituyen un interés apremiante del Estado”.  El TA quedó convencido de que solamente procede la divulgación de la información que los demandantes e interventores necesitan para determinar si tienen una causa de acción contra UBS, salvaguardando la confidencialidad de los métodos de investigación de la OCIF, de la información suministrada por personas privadas bajo el palio de confidencialidad y de terceros que no han consentido a su divulgación.  Ninguna de las partes recurrió al Tribunal Supremo. 
DORAL BANK

La Ley Núm. 55 dispone que si a consecuencia de un examen hecho o de un informe dado por el examinador, el Comisionado tuviese evidencia de que un banco, o banco extranjero no está en buenas condiciones económicas para continuar los negocios, o que está administrado de tal manera que el público o las personas y entidades que tengan fondos o valores bajo su custodia estén en peligro de ser defraudados, el Comisionado asumirá la dirección del banco, nombrará con prontitud un síndico que en el caso de bancos asegurados podrá ser la FDIC.  El 24 de febrero de 2015,  la FDIC y la OCIF notificaron a Doral Bank (el Banco) los resultados del informe conjunto al 30 de septiembre de 2014, y le apercibieron que la condición general del Banco era críticamente deficiente y que la viabilidad de que la institución pudiera continuar operando estaba seriamente comprometida.  A esa fecha, el capital del Banco había descendido al renglón de "críticamente subcapitalizado" bajo la Sección 38 del Federal Deposit Insurance Act. A esa fecha, el Banco además había incumplido con otras medidas que le fueron impuestas, entre estas, la de subsanar las deficiencias de capital.  Fundamentándose en los hechos mencionados, entre otros, la FDIC y la OCIF concluyeron que la precaria situación del Banco representaba un peligro inminente al bienestar público, por lo cual se procedió con la liquidación del Banco. 

El 27 de febrero de 2015, la OCIF emitió UNA Orden de Liquidación y Nombramiento de Sindico a Doral Bank, cesando sus operaciones en esa fecha.  A tenor con lo dispuesto en la Ley de Bancos de Puerto Rico, el Comisionado asumió la dirección y administración del Banco, y nombró a la Corporación Federal de Seguro de Depósitos (FDIC) como síndico para proceder con la liquidación.  
De conformidad con la solicitud, quedo a su disposición para aclarar cualquier duda. 

Atentamente,




Lcdo. Rafael Blanco Latorre


    Comisionado
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